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REUNIÓN DE PRESIDENTES DE TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA
Bilbao, 18 a 21 de octubre de 2015
	CONCLUSIONES

	
	DECLARACIÓN INSTITUCIONAL DE LOS PRESIDENTES DE

TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA
“POR EL DERECHO A UNA BUENA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA”

Los presidentes del Tribunales Superiores de Justicia de Andalucía, Aragón, Principado de Asturias, Islas Baleares, Castilla-León, Canarias, Cantabria, Castilla-La Mancha, Cataluña, Extremadura, Galicia, La Rioja, Madrid, Murcia, Navarra, País Vasco y Comunicad Valenciana tras la reunión celebrada en Bilbao, del 19 al 21 de octubre de 2015, debatidas las ponencias , han acordado, por unanimidad, las siguientes conclusiones:

PREVIA: “Declaración sobre independencia judicial”.
A la vista de los últimos acontecimientos, por unanimidad, todos los presidentes de los Tribunales Superiores de Justicia expresan lo siguiente:

En una sociedad democrática el Poder Judicial es esencial para garantizar el Estado de Derecho, y preservar los derechos de los ciudadanos. Estos esperan que el ejercicio de la potestad jurisdiccional se realice en un marco de independencia y que los jueces actúen con imparcialidad, eficacia y respeto para el justiciable, destinatario al fin del derecho fundamental a la tutela judicial.

En estos días es conveniente recordar que la independencia judicial no es un privilegio de los jueces sino una garantía para los ciudadanos. Es obligación de todos respetarla, muy especialmente de los Poderes públicos. Toda actuación que se realice en detrimento de esta independencia judicial supone un ataque al Estado de Derecho.

PRIMERA: “Una Justicia de mayor calidad. El objetivo, aún no alcanzado, de la culminación por los Tribunales Superiores de Justicia de la organización judicial en el ámbito autonómico”.
I. La Sala o Sección de Apelación penal.
1. Acoger positivamente la reforma operada en la Ley de Enjuiciamiento Criminal por la  Ley 41/2015, de 5 de octubre en tanto garantiza el ejercicio del derecho a la doble instancia reconocido por el artículo 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos a toda persona declarada culpable en un proceso penal.

2. Los presidentes TSJ advierten que la planta actual de las Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia no permite, con carácter general, la debida implantación de la reforma.

Se estima imprescindible disponer de un detallado estudio del incremento de la carga competencial que supondrá a cada Sala de lo Civil y Penal de los respectivos Tribunales Superiores de Justicia la entrada en vigor de la Ley 41/2015, de 5 de octubre

3. Los presidentes TSJ consideran necesario a corto plazo un aumento de plantilla en la Sala de lo civil y penal delos TSJ, así como la necesaria dotación de letrados de la Administración de Justicia y funcionarios. En las Salas de lo  Civil y Penal en las que el número de asuntos lo aconseje, se considera imprescindible crear la Sección de apelación.

En aquellos TSJ en que la carga previsible de trabajo derivada de la generalización de la segunda instancia penal no justificara la creación de una Sección penal, sería necesario el refuerzo de la Sala Civil y Penal. Ello podría conseguirse mediante diversas fórmulas: a) mediante comisiones de servicio individuales con relevación de funciones; b) mediante comisiones rotatorias ex art. 216 bis 3, en la nueva redacción dada por la LO 7/2015.

4. No se estima conveniente la creación de Salas desplazadas. De esa forma se propicia la unificación de criterios en la resolución de los recursos en el ámbito jurisdiccional del TSJ y la creación de un cuerpo jurisprudencial sólido que conlleve seguridad jurídica.

5. En todo caso, deberá garantizarse la especialización penal de los magistrados integrantes de la Salaencargada de resolver los recursos de apelación.

Resultaría conveniente establecer un período transitorio de, al menos diez o quince años, en que la antigüedad en el orden jurisdiccional penal resulte equivalente a la especialización, como preveía  el anteproyecto de Ley Orgánica del Poder Judicial de abril de 2014. El sistema de provisión de las plazas de Magistrados en estas Secciones, basado en un rígido criterio de especialización, posterga a profesionales con una antigüedad y capacitación contrastada, tras años de experiencia en el orden jurisdiccional penal. 

6. Se establece en nuestro proceso penal un sistema de apelación dual, con un régimen diferenciado para la parte acusada condenada y para las partes acusadoras. Así, mientras la parte condenada puede pretender una revisión plena de la sentencia de instancia, proponiendo, incluso,
pruebas para su práctica en la segunda instancia, las partes acusadoras únicamente pueden pretender la nulidad de la sentencia.

El recurso de apelación penal, dado su carácter ordinario y ubicado en un sistema procesal penal respetuoso con los derechos fundamentales de nuestro ordenamiento jurídico constitucional es mucho más complejo de lo que pudiera pensarse.

Será necesario que los órganos competentes para conocer del recurso de apelación penal (TSJs y Audiencias Provinciales) delimiten el alcance del pronunciamiento anulatorio de la sentencia absolutoria o condenatoria benigna, no sólo en cuanto a los extremos legalmente previstos, sino también, en determinados supuestos, en cuanto a la vinculación de la nueva sentencia a ese pronunciamiento. 

La vigencia del principio de congruencia que rige en el recurso de apelación y los límites del efecto devolutivo no serán óbice para que de oficio el tribunal deba examinar los presupuestos de validez del proceso, pero a la vez la interdicción de la reformatio in peius, exigen especial atención en enjuiciamiento. Una consolidada doctrina del Tribunal Supremo sustentando la apreciación de oficio  de gravámenes normativos en la voluntad impugnativa tácita extiende el ámbito de la resolución de la apelación, aunque obliga al tribunal de apelación a mesurar cuidadosamente que no incurra en vicio de incongruencia y vulnere así el principio a contradicción.

II. La Sección de Casación  Contencioso Administrativa.

1. La reforma introducida por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial ha supuesto un cambio sustancial en la regulación del recurso de casación por infracción del Derecho Estatal ante el Tribunal Supremo que ha introducido paralelamente la nueva figura de la casación en materia de Derecho Autonómico ante los Tribunales Superiores de Justicia.

2. Dicha reforma debe valorarse de manera positiva en cuanto contribuye a profundizar en la configuración de los Tribunales Superiores de Justicia como culminación de la organización judicial en la Comunidad Autónoma y a reforzar su papel en la unificación de la interpretación y aplicación del Derecho autonómico.

3. La regulación de dicha figura resulta sin embargo parca e insuficiente ya que solo se incluyen previsiones sobre la Sección de la Sala de lo Contencioso-Administrativo encargada de su conocimiento, careciendo de regulación procesal que no puede suplirse satisfactoriamente con una interpretación integradora, por lo que sería deseable un ulterior desarrollo normativo.
4. Este nuevo recurso no se acomoda a las previsiones actuales de la planta judicial de las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales
Superiores de Justicia por lo que será complicada su aplicación práctica.Durante el periodo de “vacatio legis” debe afrontarse sin dilación la respuesta a este vacío en cuanto a las previsiones de procedimiento, organización y planta judicial.

5. En la misma línea de las conclusiones alcanzadas del 5 al 7 de octubre en A Coruña por los presidentes de las Salas de este orden jurisdiccional y magistrados del Tribunal Supremo, resulta imprescindible acometer un proceso de reflexión y estudio de posibles propuestas en el que habrán de participar los Tribunales Superiores de Justicia y cuya iniciativa e impulso corresponde al Consejo General del Poder Judicial. 

6. La coherencia del sistema obliga a seguir profundizando en el proceso de ampliación de competencias de los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo y abrir paso a un régimen procesal en que la posibilidad de una segunda instancia esté más generalizada. 

SEGUNDA: “Una tarea pendiente: la definición del modelo de gestión de la mediación intrajudicial en España. La contribución de la mediación a la satisfacción del derecho de las personas a la tutela judicial. La nueva regulación de la mediación intrajudicial en el Código Penal: retos de infraestructura y de organización de los servicios comunes”.

Los presidentes de los Tribunales Superiores de Justicia concluimos y recomendamos que tanto desde el Ministerio de Justicia y otras administraciones competentes, como desde el Consejo General del Poder Judicial (y también desde el resto del aparato gubernativo interno) deben realizarse todos los esfuerzos por:

1.
Conseguir un posicionamiento activo del sistema de Justicia, en general, y de la judicatura, en particular, para el fomento y extensión del uso de la mediación intrajudicial. 

2.
La mediación intrajudicial no debe ser una posibilidad surgida solo del voluntarismo individual de algunos operadores internos del sistema judicial, en base a experiencias “piloto”, ni debe quedar limitada solo a uno o unos pocos  órganos judiciales de cada territorio.

3.
Por ello, consideramos esencial incorporar decididamente la mediación a la carta de servicios que ofrece la Administración de Justicia en todo el territorio nacional. Ello puede hacerse bien mediante sistemas de derivación a instancias de mediación externas a la organización judicial, o bien, en una futura Administración de Justicia de calidad, con dotaciones eficientes y suficientes, aprovechando la estructura orgánica de los servicios comunes (especialmente en el ámbito de la nueva oficina judicial).

4.
A falta de una suficiente regulación sustantiva y procesal de la mediación intrajudicial, sería conveniente establecer protocolos estandarizados y validados por el CGPJ y las Administraciones competentes de derivación a mediación. Ello evitaría la dispersión que existe en esta materia y contribuiría a una normalización y uniformización de la gestión intrajudicial de la mediación. 

5.
Deben incrementarse las actividades de formación y sensibilización en mediación de todas las autoridades, funcionarios y personal que trabajan en la Administración de Justicia. Comenzando por la inclusión en los programas de oposiciones a dichos cuerpos de epígrafes relativos a los mecanismos alternos de resolución de conflictos y, en especial, a la mediación y a la justicia restaurativa. Y siguiendo por las fases de formación inicial y formación continua.

6.
Deben estudiarse y establecerse sistemas de baremación del trabajo de jueces, fiscales y letrados de la Administración de Justicia que primen la derivación de asuntos a mediación.

TERCERA: “Una eficaz preservación del estatuto judicial. La garantía de inamovilidad de los jueces de carrera no titulares de juzgados. La nueva regulación sobre especialización y garantía de equidad en la distribución de los asuntos entre órganos judiciales. La mejora en los instrumentos de garantía de la profesionalidad en la selección y llamamiento de jueces sustitutos”.

I. La garantía de inamovilidad de los jueces de carrera no titulares de juzgados (jueces de adscripción territorial).

1.
Resulta imprescindible establecer una regulación del régimen jurídico de los jueces de adscripción territorial uniforme y completa, que permitiendo la necesaria flexibilidad en su adscripción, garantice sus derechos estatutarios y profesionales en igualdad de condiciones con el resto de los miembros de la Carrera Judicial, y dote a sus destinos de la necesaria estabilidad. Solo será admisible un tratamiento diferente respecto de aquellas características específicas que así lo justifiquen. 

2.
La preferencia de adscripción de los jueces de adscripción territorial frente a los magistrados suplentes y jueces sustitutos no debe alcanzar solamente al momento del llamamiento. Su designación para una plaza cubierta por un sustituto externo también debe constituir causa de cese de los mismos, debiéndose motivar expresamente la necesidad de la adscripción a esa plaza.

3.
En tanto no se modifique la regulación legal, resulta conveniente que los llamamientos de jueces sustitutos y magistrados suplentes se realicen
con limitación temporal y especificando en el acuerdo de llamamiento que se efectúan hasta que haya disponibilidad de magistrados o jueces adscritos a la Presidencia del Tribunal Superior de Justicia en virtud del artículo 355 bis de la LOPJ (o del antiguo artículo 118 de la LOPJ), JAT, jueces de apoyo al JAT, jueces en  expectativa de destino o jueces en prácticas para atender el órgano judicial, siempre que haya disponibilidad presupuestaria para ello.

4.
Para dotar de seguridad y uniformidad al régimen jurídico de los jueces de adscripción territorial resulta necesario regular el procedimiento de adscripción, con arreglo a los siguientes criterios: 

a. Se deberá garantizar una fase previa de audiencia a los jueces de adscripción territorial disponibles para que manifiesten sus preferencias sobre las plazas seleccionadas por el Presidente del Tribunal Superior de Justicia en el momento de la adscripción, que deberán ser respetadas salvo que concurran circunstancias excepcionales expresamente motivadas.

b. La designación efectuada por el Presidente del Tribunal Superior de Justicia será comunicada a la Sala de Gobierno y al interesado.

c. El cese y nueva designación de órgano jurisdiccional de un juez de adscripción territorial, se adoptarán mediante resolución motivada y serán comunicados al interesado. 

d. Cuando se adscriba al juez de adscripción territorial a una nueva plaza deberá concedérsele un plazo razonable para el cambio de destino y resolución de los asuntos pendientes. 

5.
Cuando haya varios interesados que peticionen las mismas plazas la decisión de adscripción deberá resolverse con criterios objetivos, en especial de antigüedad y méritos previamente definidos (idioma, derecho foral, especialización, etc.)

6.
Debería reconocerse a los jueces de adscripción territorial la posibilidad de optar por otras plazas cuando lleven el tiempo mínimo de un año adscritos permanentemente a un determinado órgano judicial.

7.
Se deberán arbitrar fórmulas para que los jueces de adscripción territorial que sean destinados a órganos judiciales especializados, especialmente de la jurisdicción social y contencioso-administrativa, reciban una formación adecuada. Resulta conveniente potenciar una especialización voluntaria en estos órdenes jurisdiccionales, que deberáser valorada como mérito preferente para las adscripciones a esos juzgados.
8.
Los jueces de adscripción territorial deben gozar de inamovilidad en la plaza a que han sido adscritos, sin que puedan ser removidos de dicha plaza en tanto no se cubra la vacante de manera ordinaria, se reintegre el titular del órgano judicial o finalice la medida de refuerzo, ya sea por cumplimiento del término temporal fijado o por desaparecer su necesidad. En este último caso, para la finalización de la adscripción y realización de una nueva designación debería ser necesario acuerdo del Presidente del Tribunal Superior de Justicia que motive expresamente la desaparición de la necesidad del refuerzo, del que se dará posteriormente cuenta a la respectiva Sala de Gobierno.

9.
Los servicios prestados como juez de adscripción territorial serán computables como tiempo de servicio efectivo en los órdenes y órganos jurisdiccionales donde haya ejercido sus funciones.

10.
Debe potenciarse el modelo de gestión que permite la adscripción directa por el Presidente del Tribunal Superior de Justicia de jueces de adscripción territorial y funcionarios del “Servicio de Apoyo”, incrementando el número de funcionarios de este Servicio.

Ello sólo será posible si las Presidencias Tribunal Superior de Justicia disponen de una estructura administrativa adecuada, con un Director del gabinete (preferentemente integrante de la Carrera Judicial) y un Director de su oficina (preferentemente Letrado de la Administración de Justicia), así como con funcionarios cualificados; todos ellos nombrados a través de un sistema reglado de libre designación en el que el Presidente del TSJ tenga facultades para nombramientos y ceses.

11.
Las sustituciones de los Jueces de Adscripción Territorial se regirán por las reglas y orden de prelación contenidos en los artículos 210 y 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

A estos efectos, se considerará sustituto ordinario o natural del Juez de Adscripción Territorial en funciones de refuerzo al juez o jueces titulares de los órganos reforzados.

II. La nueva regulación sobre especialización y garantía de equidad en la distribución de asuntos entre órganos judiciales.

12.
Las modificaciones en las normas de reparto para equilibrar la distribución de asuntos entre Juzgados de la misma clase deberán ajustarse a criterios objetivos, que tengan en cuenta, fundamentalmente, las cargas de trabajo de los órganos judiciales afectados. Para ellopueden servir de guía los módulos de carga razonable de entrada aprobados por el CGPJ. 
En todo caso, no debe acudirse a esta posibilidad para atribuir un mayor reparto a Juzgados que superen estos módulos, aunque los nuevos asuntos que se pretenden atribuir provengan de un Juzgado con mayor carga de trabajo. 

13. 
La posibilidad de extender la competencia de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer a dos o más partidos judiciales dentro de la misma provincia merece una valoración muy positiva. No obstante, resulta necesario determinar también el Juzgado de Instrucción en funciones de guardia competente para conocer de los asuntos afectados por la jurisdicción extendida.

14.
Debería contemplarse la especialización de juzgados de ámbito provincial con carácter definitivo, no sólo como una medida temporal, mediante la creación permanente de juzgados con competencia provincial en una determinada clase de asuntos dentro de la misma jurisdicción.

15.
La especialización de Juzgados mediante la atribución de determinadas materias o clases de asuntos tiene pleno sentido y eficacia cuando en la circunscripción donde se efectúa existe un número suficiente de órganos judiciales de la misma clase, que permita la especialización de varios de esos juzgados, restando un número suficiente de juzgados generalistas. Por el contrario, cabe cuestionar su conveniencia en circunscripciones con un número reducido de órganos judiciales.

III. La mejora en los instrumentos de garantía de la profesionalidad en la selección y llamamiento de jueces sustitutos.

16.
En relación a las próximas convocatorias para la selección de jueces sustitutos y magistrados suplentes, proponemos:

a. El CGPJ debería incluir en la convocatoria un enlace web a un modelo estándar y obligatorio de presentación de las candidaturas, que obligue al candidato a aducir y justificar individualizadamente los méritos alegados. Igualmente debería proporcionar a los TSJ una plantilla para automatizar y estandarizar el proceso de baremación.

b. La exención de la obligación de volver a presentar dicha documentación no debe eximir de la obligación de citar expresamente dichos méritos en la nueva convocatoria, así como de señalar en qué concreta convocatoria se aportó esa documentación. 
c. En muchas ocasiones los candidatos lo son a jueces sustitutos y magistrados suplentes. Se debería facultar a la comisión de evaluación para que decida en qué lista ha de ser asignado el candidato conforme a criterios objetivos

d. Resulta necesario que el CGPJ resuelva de forma simultánea la convocatoria en todos los Tribunales Superiores de Justicia.

e. Los criterios de puntuación de los candidatos a juez sustituto y magistrado suplente deben ser homogéneos en todos los Tribunales Superiores de Justicia, por lo que sería necesario una mayor precisión en las instrucciones para realizar la baremación.
f. Los baremos establecidos en la convocatoria de jueces sustitutos y magistrados suplentes deberían permitir evaluar en mayor medida la aptitud de las personas que hubieran realizado efectivamente sustituciones en años anteriores u otros méritos acreditados. 
CUARTA.- MODERNIZACIÓN TECNOLÓGICA DE LA JUSTICIA.

Valoramos positivamente los esfuerzos dirigidos a modernizar tecnológicamente la Administración de Justicia y facilitar la comunicación por medios electrónicos. Los presidentes de los TSJ queremos, sin embargo, trasladar nuestra preocupación sobre los efectos que en el trabajo jurisdiccional puede tener la actual ausencia de regulación sobre la forma en que, a partir de ahora, se van a documentar los expedientes judiciales. Consideramos imprescindible que el Ministerio de Justicia, administraciones competentes y el CGPJ determinen el tratamiento que las oficinas judiciales darán a la documentación remitida por vía electrónica, fijando cuál vaya a ser a partir de ese momento el expediente judicial de referencia. Es también imprescindible facilitar la disponibilidad de las herramientas informáticas adaptadas al trabajo jurisdiccional, la adecuada indexación de los documentos que conforman el expediente judicial electrónico y el suministro de dobles pantallas y demás elementos técnicos necesarios para que los jueces y magistrados puedan realizar adecuadamente su trabajo. 

QUINTA.- LIMITACIÓN DE LOS PLAZOS DE INSTRUCCIÓN.

Los presidentes de los TSJ compartimos la necesidad de acortar la duración media actual de la fase de instrucción penal, si bien manifestamos nuestra inquietud porque dicho objetivo se quiera alcanzar mediante la simple fijación legal de límites temporales a dicha instrucción, sin que dicha previsión vaya acompañada de la dotación de medios humanos y materiales necesarios para garantizar la respuesta judicial efectiva y en plazos razonables.

Bilbao, 21 de Octubre de 2015.
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